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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Eugenio
Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José Gabal-

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTQRIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Dada en Madrid, a diecinueve de julio de mil novecien­
tos noventa y tres.__Luis López Guerra, Eugenio Díaz Eimil.
Alvaro Rodríguez Bereijo, José Gabaldón López, Julio Die­
go González Campos y Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado
y rubricado.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado 'por don Aniceto Albujer
Hernández y, ~n su virtud: .

1.° Reconocer el derecho del recurrente a no ser con­
denado por un hecho que no constituya delito.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por
el Juzgado de \0 Penal núm. 5 de Alicante, de fecha 22
de julio del !¡}91, y por la Audiencia Provincial.de ,,:sa mis­
ma ciudad, con fecha 3 de febrero de 1992, recaldas en
el procedimiento abreviado núm. 77/91.

Publíquese .esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Sala Segunda. Sentencia 251/1993, de 19
de ju lio de 1993. Recurso de ampa~

ro 1.343/J992. Contra Auto de la .Audiencia
Provincial de Barcelona. recaído en apelación
frente al dictado porel Juzgado de Primera Ins­
tancia e Instrucción núm. 2 de Berga, en autos
de ·uicio de faltas orlesiones y daños en acci-
dente de tráfico. Supuesta vu neraclOn e ere­
cho a la tutela judicial efectiva: incidente de
tasación de costas que excluye de la practicada
por el Juzgado el interés anual del 20 por 100
sobre el principal indemnizatorio fijado en Sen­
tencia firme a favor de los perjudicados y ahora
rt::c;ufft::lIlt:::>.

ejercer la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria
no es «académica», la conducta de quien realiza actos pro­
pios de dicha profesión sin poseer la capacitación oficial
que para ello se requiere no puede ser incluida dentro del
delito de intrusismo.

3. No es otra la situación de hecho contemplada por
la resolución que ahora se recurre en amparo. El deman­
dante ha sido condenado como autor de un delito tipifi­
cado en el arto 321.1 del Código Penal por ejercer actos
propios de la profesión de Agentes de la Propiedad Inm~

biliaria sin poseer título para ello, lo que nos lleva a conclUIr,
de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes expuesta,
que la aplicación judicial de la norma punitiva realiza.da
en este caso constituye una interpretación extensIva
in malam p"artem del término «título)) contenido en dicho
precepto. Dicha aplic.ación e~ten~iva ex~ed~ ~e los estr!c­
tos límites de la legalidad ordmana para mCldlr sobre prin­
cipios y valores constitucionales protegidos por el arto 25.1
C.E. lo que, sin necesidad de mayores consideraciones,
conduce a la estimación del recurso de amparo.

21422

136/1993, 137/1993, 138/1993 Y 1 O/ ,e a
Sala Primera de este Tribunal. se decía que el ejercicio de
actos propios de la profesión de.Agente de la Propiedad
Inmobiliaria, sin poseer la correspondiente titulación ofi­
ciaL y la subsunción de tal conducta en el arto 321.1 del
Código Penal. obedece a una interpretación extensiva de
uicho precepto que re::>ullél im;ompCJtible con las exigen­
cias dimanantes del principio de legalidad, consagrado en
el arto 25.1 C.E., en virtud de las cuales el «título)) al que
dicha norma se refiere ha de identificarse con un «título
académico)). Como quiera que la titulación exigida para

arto 44.1 e), de la LOTC, consistente en la falta de invoca­
ción en el previo proceso judicial de los derechos funda­
mentales presuntamente vulnerados.

Dicho requisito, ya lo dijimos en nuestras SSTC 46/1986
y 162/1990, debe ser interpretado.de manera flexible y
finalista, de suerte que se cumple SI queda asegurada la
finalidad a que responde de permitir a los Jueces y Tribu­
nales examinar y, en su caso, restablecer el derecho fun~

damental vulnerado (SSTC 41/1987 y 210/1987).
De la lectura del antecedente de hecho tercero de la

Sentencia de apelación se deduce claramente que el actor
basó su recurso en la necesidad de que se plantease con
carácter previo la cuestión prejudicial comunitaria, en la
inadecuada aplicación del arto 321 del Código Penal que
exige que el ejercicio de la profesión amparada por dicho
precepto se refiere a actividad cubierta por título univer­
sitario y en que el Decreto regulador de los Agentes de
la Propiedad Inmobiliaria debe entenderse derogado por
aplicación del arto 36 C.E. Tales petici~:mes no tenían o.t~o

objeto que el de obtener ~I planteamIento ~e l~ cuestl0':l
prejudicialo, lo que es lo mismo, un pronunciamIento motl­
vado.de dicho Tribunal sobre dicho extremo encuadrable
en el ámbito de la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)
y sostener que.hab,ía si~o con~enado ~or ~~chos no c.ons­
titutivos de delito, amblto propIO del prmClplO de legalidad
punitiva (art. 25.1 C.E.). Sobre tales alegaciones obtuvo un

.pronunciamiento expres~ en la. Sen~encia, s!':' que s~ P,u~
da entender que dicha eXigencia de mvocaclon previa UnJ­
camente se satisfaga con la necesaria cita concreta y
numérica del precepto constitucional vulnerado, pues es
suficiente que el tema, como aquí ha sido, quede acotado
en términos que permitan a los órganos judiciales pronun­
ciarse sobre el mismo (SSTC 17/1982, 117/1983,
75/1984. 10/1986 Y 75/1988, entre otras). Por todo

. ello, debe desestimarse la alegación de esta causa de inad-
misión. .

2. Despejada, pues, esta inicial objeción, y entrando
enel fondo del asunto. la STC 111/1993, pronunciada por
el Pleno de este Tribunal el 25 de marzo de 1993, cuyos
presupuestos y motivos coinciden sustancialmente con
.Ios que son objeto ahora de resol~ci?n, .otorgó el ampa~o
al allí demandante por haber Infnngldo la SentencIa
impugnada el principio de legalidad penal contenido en
el art.25.1 C.E. Por este motivo, sin necesidad de dete­
nernos en el análisis de la.s distintas vulneraciones de dere­
chos fundamentales que se han invocado en la presente
demanda, debe examinarse con carácter preferente la rela­
tiva a la violación de este derecho fundamental. pues, de
concluir que la misma queja debe dar lugar al otorgamien­
to del amparo en este caso. sería superfluo e innecesario
el examen de los demás derechos invocados.

Sostiene el recurrente· que la condena que se le ha
impuesto parte de una interpretación extensiva del térmi­
no «título)) utilizado por el arto 321.1 del Código Penal que
es incompatible con las exigencias derivadas del art. 25.1
C.E.. por suponer la misma una aplicación del tipo penal

• 'a supuestos de hecho no comprendidos en él. En la Sen­
tencia del Pleno antes citada y en las que, como conse­
cuencia de ella, recayeron en las SSTC 131/1993,
13 133 1993, 1341993, 135/1993,
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dón López. don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso núm. 1.343/92. promovido por don
Pedro Soto Torres. doña María Torres Venzal y doña Ana
María Soto Torres. representados por el Procurador de los
Tribunales don Francisco José Abajo Abril y asistidos por
el Letrado don José Ruz García. contra el Auto de laSec­
ción Octava de la Audiencia Provincial de Barcelona. de
10 de abril de 1992. recaído en el rollo de apelación
núm. 5.166/91-A frente al dictado por el Juzgado de Pri-'
mera Instancia e Instrucción núm. 2 de Berga. de 6 de
noviembre de 1991. en autos de juicio de faltas
núm. 717/89. Han comparecido. además. la entidad
«Schweiz. Cía. de Seguros)). representada por el Procura­
dor de los Tribunales don Javier Ularqui Echevarría yasis­
tida del Letrado don José Hoya Colomina. y el Ministerio
Fiscal. Ha actuado como Ponente el Magistrado don Caries
Viver Pi-Sunyer. quien expresa el parecer de la Sala.

't. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 28 de mayo de 1992. don Fran­
.cisco José Abajo Abril, Procurador de los Tribunales. en
nombre y representación de don Pedro Soto Torres. doña
María Torres Venzal y doña Ana María Soto Torres. inter­
puso recurso de amparo contra el Auto de la Sección Oct~­
va de la Audiencia Provincial de Barcelona. de 10 de abnl
de 1992. dictado en recurso de apelación contra el del
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de Ber­
ga. de 6 de noviembre de 1991. en autos de juicio de faltas
núm. 717/89. .•

2. Los hechos en los que se funda la demanda.de
ampqro son. en síntesís. los'siguientes:

a) Como consecuencia de un ¡:Iccidente de circula­
ción ocurrido en diciembre de 1989. en el que resultó con
lesiones muy graves doña Ana María Soto Torres. hija de
los otros dos demandantes de amparo. se siguieron ante
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de
Berga los autos de juicio de faltas núm. 717/89. en los
que recayó Sentencia con fecha 2 de abril de 1991.

En la parte dispositiva de. la citada Sentencia se con­
denó a don Luis Serrano Perona.como autor de una falta
del arto 586 bis del Código Penal, a la pena de 50.000 pe­
setas de multa y privación del permiso de conducir durante
tres meses; a indemnizar adoña María Soto Torres en las
siguientes cantidades: A) Por daños materiales: a-l Por

las e aJa. . . pese as; a- or gas os enva-
dos del accidente. 2.615.983 pesetas; a-3 Para atender
otros conceptos. según hechos probados. 80.000.000 de
pesetas; B) Por daños morales. 30.000.000 de I?esetas;
así como a indemnizar a sus padres en la cantidad de
10,000.000 de pesetas para ambos. Se declaró la respon­
cobilidod civil dirocta de "Schweiz. Cía. de Seguros» y se
condenó. también. a don Luis Serrano Perona al pago de
las costas procesales.

b) Contra la citada Sentencia interpusieron recurso'
de apelación todas las partes intervinientes. que fueron
desestimados por Sentencia de la Sección Octava de la
Audiencia Provjncial de Barcelona. de 23 de septiembre
de 1991, que confirmó la Sentencia recurrida en todas sus
partes.

c) Firme la anterior Sentencia, con fecha 6 de
noviembre de 1991 el Juzgado de Primera Instancia e Ins-

trucción núm. 2 de Berga procedió a efectuar la correspon_
diente tasación de costas, aplicando a las cantidades seña~

ladas en concepto de indemnización en aquella Sentencia
el interés anual del 20 por 100 desde la fecha del siniestro.

d) Contra la tasación de costas efectuada interpuso
recurso de reforma y subsidiario de apelación la entidad
«Schweiz, Cía. de Seguros)), siendo desestimado el de
reforma por Auto del Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción núm. 2 de, Berga, de 6 de noviembre de 1991.

e) Por Auto de la Sección Octava de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona, de 10 de abril de 1992, se estimó
el recurso de apelación y se revocó, en consecuencia. la
resolución recurrida, en el sentido de excluir de la tasación
de costas los intereses anuales del 20 por 100 otorgados
a favor de los perjudicados.

Se dice en el fundamento jurídico deDere"cho segundo '
del citado Auto «Que, amén de la problemática que pudie­
re entablar la naturaleza jurídica de la institución inserta
en la Disposición .adicional tercera de la' Ley Orgáni­
ca 3/1989, constituyendo una auténtica cláusula penal,
y como tal, sometida a la dualidad normativa de su impe­
ratividad legal por tratarse de un mandato ex lege, o á la
regulación de su derecho material y sustantivo que impli­
caría su impetración rogada y por ende su sometimiento
a los principio~ informantes de la mora, destacándose la
liquidez del crédito, lo cierto, es que aq\Jélla no ha deve­
nido impuesta, ni en la Sentencia de instancia ni en la defi~
nitiva de alzada, lo que obviamente, impide suoperabilidad
posterior que provocaría una inadecuada e improcedente
indefensión de la parte perjudicada, deviniendo por ende
y como consecuencia lógica y obligada la revocación de

. la resolución recurrida, no examinándose en este momen­
to, por no resultar el idóneo procesal la concurrencia de
los requisitos exigidos por aquella disposición (previa satis­
facción parcial o real o consignación judicial) para su apli­
cabilidad)).

3. En cuanto 'ala fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en primer lugar, frente al
Auto de la Sección Octava de la Audiencia Provincial de
Barcelona, la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.), en su vertiente de derecho a la eje­
cución de las resoluciones judiciales firmes. Con cita de
la doctrina recogida en la STC 167/1985, transcribiéndo­
se parcialmente sus razonamientos referidos a los intere­
ses del arto 921 de la L.E.C., se afirma en la demanda que
los intereses que estabiece laDisposición adicional tercera
de la Ley Orgánica 3/1989 reemplazan o sustituyen a !os
del arto 921 de la L.E.C. y nacen, también, por imperatIvo
de la Ley y no porque sean o no concedidos por la Sen­
tencia, por lo que, al igual que ocurre con los intereses del _
921 de la L.E.C., no es necesario para su aplicación que
la Sentencia los recoja expresamente.

Asimismo, el Auto impugnado infringe el derecho ~ !a
tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), por incurrir en VICIO

e incongruencia omlSlva a no pronunciarse so re SI
dan los requisitios previstos en la Disposiciónadicionaf ter­
cera de la Ley Orgánica 3/1989 para su aplicación. .

Por ello, se suplica al Tribunal Constitucional que a~ml-,
ta la presente demanda y, tras los trámites opo~u.nos,dIcte
Sentencia por.la que se otorgue el amp~r.o sohcltadoy ~e
lh:::dall::: la Iluhdau dd Au lu UI::: la SI:::CCIOIl Octava de a
Audiencia Provincial de Barcelona, de 1Ode abril de 199;,
y la firmeza de la tasación de costas efectuada en fec a
6 de noviembre de 1991 por el Juzgado de Primera Ins­
tancia e Instrucción núm. 2 de Berga.

4. La Sección Cuarta de este TribunaL por provid~n­
cia de 19 de octubre de 1992, acordó admitir a trámlt~
la demanda, por lo que, en virtud de lo dispuesto en e
arto 51 de la LOTC, dirigió sendas comunicaciones a la Se~
ción Octava de la Audiencia Provincial de Barcelona y a
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11. Fundamentos jurídicos

1. La. demanda de amparo se dirige contra el Auto
dictado por la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Barcelona en incidente de tasación de costas. que
excluye de la practicada por el Juzgado de Primera Ins­
tancia e Instrucción núm. 2 de Berga el interés anual del
20 por 100 previsto en la Disposición adicional tercera de
la Ley Orgánica 3/1989 sobre las indemnizaciones fijadas
en Sentencia firme a favor de los perjudicados y ahora
recurrentes en amparo. Aducen é::¡tos. frente a la citada
resolución judicial. la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva reconocido en el arto 24.1 de la C.E. por
cuanto. de un lado. contradice. desconoce o modifica el
fallo de la Sentencia de cuya ejecución se trata. y, de otro•.
incurre en incongruencia omisiva.

2. En relación con la lesión del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). en su vertiente de derecho
a la ejecución de las Sentencias judiciales en sus propios
términos. los demandantes de amparo basan su denuncia
en la argumentación de que los intereses de la Disposición
adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1989 reemplazan
o sustituyen a los intereses del art. 921 de la L.E.C. y. al
igual que éstos. nacen. también. por imperativo de la Ley.
de modo que para su aplicación no es necesario que apa­
rezcan expresamente reconocidos en la Sentencia. Al
excluir de la tasación de costas los intereses que establece
aque a Isposi . ". .

la fecha del siniestro el importe de la indemnización. y esta
finalidad nace de la naturaleza de cláusula penal que tiene
esa obligación. Por su parte. el interés que establece el
arto 921 de la L.E.C. constituye una cláusula de estabiliza~

ción ajena a toda actividad u omisión del condenado a su
pago. que puede serlo cualquiera, y que se impone de
manera automática por el mero transcurso del tiempo des­
de el momento en que se dicte la Sentencia en primera
instancia hasta que es totalmente ejecutada y su finalidad
es evitar la pérdida de valor del dinero por el transcurso
de ese tiempo. Atendiendo aesa naturaleza. el interés del
arto 921 de la L.E.C. se impone de manera automática. ope
legi5. en el supuesto de cantidades líquidas y no es nece­
sario declararlo enla Sentencia porque la condena lo lleva
en sí misma, lo-que no sucede con el interés que establece
la Disposición adicional porque al tratarse de una medida
sancionadora, consecuencia prejudicial de un incumpli­
miento. es necesario que su realidad o existencia se decla­
re en la Sentencia por tratarse de una actividad u omisión
del legislador.

En consecuencia. concluye el Ministerios Fiscal. el
Auto de la Audiencia, razonado. motivado y fundado no
vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva. limitándose
a reconducir la ejecución en el sentido del fallo de la Sen­
tencia y a evitar la desviación que supone incluir en la eje­
cución de la Sentencia la condena a un pago que al no
ser objeto de ella no aparece incluida en su parte dispo­
sitiva.

8. Por providencia de15 de julio de 1993. se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia el
día 19 del mismo mes y año.

ro infringe el citado derecho fundamental.
Cierto es. como se afirma en la demanda de amparo.

que este Tribunal tiene declarado. en relación con los inte­
reses del arto 921 de la L.E.C.• que «naciendo estos inte­
reses no de una Sentencia declarativa, sino por imperativo
de la Lgy y silmdo obligatorio el conocimiento dA I;:¡ I AY
por parte de los órganos insertos en el poder judicial, ni
hace falta pedir lo que la Ley manda. ni comete incon­
gruencia el Juez que silencia un petitum de tal naturaleza.
pues la consecuencia que la norma legal anuda a la con­
dena a una cantidad líquida. esto es. el nacimiento en favor

· d.ebe aplicar la doctrina constitucional sobre la no nece­
sidad de ser impuesto dicho pago expresamente en la Sen­
tencia. En opinión del Ministerio Fiscal no es posible acep­
tar esa afirmación. dado que la naturaleza y finalidad de
estas dos clases de intereses son diferentes. por lo que
QI intcrés dc la Disposición adicional tercera de la Ley Orgá­
nica 3/1989 no sustituye al del arto 92'1 de la L.E.C.

El interés establecido por la citada Disposi~ión adicio­
~al tiene una finalidad sancionadora o consecuencia per­
Judicial del incumplimiento por la aseguradora. y sólo por
ello. de la obligación legal de satisfacer o consignar desde

Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de Ber­
ga para que remitieran. respectivamente. certificación o
fotocopia adverada de las actuaciones correspondientes
al rollo de apelación núm. 5.116/91-A y al juicio de faltas

· núm. 717/89. debiendo emplazarse. por el último de los
· órganos judiciales citados. a quienes hubieran sido parte

en el procedimiento. a excepción de los solicitantes de .
amparo. para que ~i lo desearan pudieran comparecer en
este proceso constitucional.

5. La Sección. por nuevo proveído de 14 de enéro
de 1993. acordó tener por personado y parte al Procurador
de los Tribunales don Javier Ularqui Echevarría. en nombre
y representación de la entidad «Schweiz. Cía. de Seguros»;
acusar recibo a la Sección Octava de la Audiencia Provin­
cial de Barcelona y al Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción núm. 2 de Berga de las actuaciones recibidas; así
como. de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 de
la LOTe. dar vista de las mismas a las partes~personadas

yal Ministerio Fiscal. por plazo común de veinte días. para
que presentasen las alegaciones que estimasen perti­
nentes.

6. La representación procesal de los demandantes
de amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado con fecha 10 de febrero
de 1993. en el que reproduce su inicial escrito de deman­
da. por la que interesa se dicte Sentencia otorgando el
amparo solicitado.

7. Por su parte. el Fiscal ante el Tribunal Constitucio­
nal. por escrito presentado en el Registro General el día .
10 de febrero de 1993. solicitó se dicte Sentencia deses­
timando la pretensión de amparo. por no vulnerar la reso-.
lución recurrida el derecho a la tutela judicial efectiva con­
sagrado en el arto 24.1 de la Constitución.

Tras recordar. con cita de numerosas resoluciones de
este Tribunal. la doctrina constitucional sobre el contenido
del derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales.
'afirma que el Auto impugnado no vulnera el derecho a la
tutela judicial efectiva porque ejecuta la Sentencia en sus
propios términos y alcance. ya que no aparece en el fallo
judicial que se ejecuta la imposición del interés del
20 por 100 sobre la indemnización civil concedida. Ni el
Juez de Instrucción ni la Audiencia Provincial condenan
en la Sentencia de instancia y en la de apelación al pago

.del 20 por 100 de interés de la· indemnización desde la
fecha del siniestro. por lo qúe no es posible imponerlo en
su ejecución y menos por medio de un procedimiento de
tasación de costas cuya finalidad es determinar con con­
creción y exactitud los gastos del proceso que las partes
que ha intervenido en él tienen que pagar. La tasación de

· :Costas sólo pueden comprender los conceptos que señala
el arto 241 de la L.E.Crim. y el importe de la indemnización
civil no es objeto de la tasación de costas. porque en el
fallo se establece su importe o las bases para su determi­
nación y su liquidación corresponde al trámite procesal
específico de ejecución de Sentencias.

, A continuación. rebate la afirmación de los demandan­
tes de amparo de que el interés que establece la Dispo­
sición adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1989 sus­
luye a e, ar . e a . . . y. en consecuencia. se
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del acreedor de un interés anual igual al interés legal incre­
mentado en dos puntos. no necesita ser objeto de un pedi­
mento de la demanda» (STC 167/1985. fundamento jurí­
dico único; AATC 572/1986. 1.082/1986. entre otros).
Mas. abstracción hecho. incluso. de la distinta naturáleza
y finalidad a la que obedecen los intereses del arto 921 de
la l.E.C. y los que establece la Disposición adicional tercerá
de la Ley Orgánica 3/1989. a la que nos hemos referido
en las SSTC 5/1993 y 206/1993. la cuestión que como
fundamento de su pretensión de amparo suscitan los
recurrentes sobre si los intereses que establece la Dispo­
sición adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1989 sus­
tituyen a los intereses del art.921 de la L.E.C. y nacen. al
igual que éstos. por imperativo de la Ley. no traspasa los
límites de la interpretación judicial de un precepto de la
.Iegalidad ordinaria. que corresponde efectuar exclusiva­
mente alas Jueces yTribunales en virtud de lo que dispone
el arto 11 7.3 de la C.E. Ha de traerse a colación la reiterada
doctrina de este Tribunal conforme a la que la selección
de las normas aplic.ables a un supuesto de hecho contro­
vertido y su interpretación es competencia exclusiva de
los Jueces y Tribunales y esta interpretación y aplicación
judicial de la legalidad ordinaria tan sólo puede ser objeto
de recurso de amparo cuando se produzca directamente
una vulneración de los derechos fundamentales de con­
tenido sustantivo consagrados en los arts. 14 a 29 y 30.2
de la C.E.. o cuando se conculque directamente alguno de
los derechos procesales constitucionalmente garantiza­
dos por el arto 24 de la C.E. (SSTC 210/1991. fundamento
jurídico 5.°; 119/1993.fundamento jurídico 3.°). No com­
pete a este Tribunal. que noes un órgano de revisión. adop­
tar decisiones respecto al m()do en que haya de entender­
se. interpretarse o aplicarse la legalidad ordinaria. con la
única excepción de aquellos casos en que por la vía de
la inteligencia. aplicación o interpretación de la legalidad
ordinaria se pongan en juego o se vulneren derechos de
carácter fundamental reconocidos en la Constitución y
situados dentro de ella en el Capítuloil del Título 1 que
posean contenido sustantivo propio (STC 58/1983. fun­
damento jurídico 3.°). El tema que nos corresponde dilu­
cidar es sólo. por consiguiente. si el Auto impugnado con­
tradice. desconoce o modifica el fallo de la Sentencia firme
que ejecuta. El punto a examinar. por tanto. no es si ha
existido o no un error judicial en orden a la interpretación
o aplicación de la Disposición adicional tercera de la Ley
Orgánica 3/1989. sino si lo ejecutado satisface. de forma
congruente y razonable. lo decidido en el fallo de cuya eje-

. cución se trata.

3. Para abordar la presente cuestión. es preciso
recordar la doctrina sentada por este Tribunal en la mate­
ria. La ejecución de las Sentencias en sus propios términos
forma parte. en efecto. del derecho fundamental a la tutela
judicial.efectiva d~ l.os Ju~ce~ yTribunales. ya que. en caso

las mismas se reconozcan o declaren no serían otra cosa
que meras declaraciones de intenciones sin alcance prác­
tico ni efectividad alguna. Más concretamente. el derecho
a la ejecución impide que el órgano judicial se aparte. sin
causa justificada de lo previsto en el fallo que ha de eje-

. cutar. o que l':P. ;:¡h~tp.nga de adoptar las medidas necesa­
rias para proveer a la ejecución de la misma. cuando ello
sea legalmente exigible. El contenido principal del derecho
consiste. pues. en que esa prestación jurisdiccional sea
respetuosa con lo fallado y enérg ica. si fuera preciso. frente
a su eventual contradicción por terceros (SSTC 32/1982.
fundamento jurídico 2.°; 125/1987. fundamento jurídi­
co 2.°; 153/1992. fundamento jurídico 4.°).

Por otra parte. este Tribunal ha tenido ocasión de
declarar que no le corresponde. en vía de amparo. sustituir
a la autoridad judicial en el cometido de interpretar y fijar
el alcance de sus propios pronunciamientos. ni en el modo

de llevarlos a su puroy debido efecto. cumpliéndole. estric­
tamente. velar para que tales decisiones se adopten en el
seno del procedimiento de ejecución. de un modo razo­
nablemente coherente con el cometido de la resolución
que se haya de ejecutar. No es cometido de este Tribunal
la determinación de cuáles sean las decisiones que. en
cada caso. hayan de adoptarse para la ejecuCión de lo
resuelto. pero sí deberá vigilar. cuando de la reparación
de eventuales lesiones del derecho a la tutela judicial se
trate. que ésta no sea debida a una decisión arbitraria ni
irrazonable. ni tenga su origen en la· pasividad o desfalle­
cimiento de los órganos judiciales para adoptar las medidas
necesarias que aseguren la satisfacción de ese derecho
(SSTC 125/1987. fundamento jurídico 2.°; 167/1987.
fundamento jurídico 3.'0; 148/1989. fundaménto jurídi- .
ca 3.°; 153/1992. fundamehto jurídico 4.°)..

4. Es. por tanto. desde esa perspectiva general como
corresponde abordar si en el supuesto que nos ocupa el
Auto recurrido en amparo ha satisfecho las exigencias del
derecho a la ejecución de las Sentencias integrante del
derecho a obtener tutela judicial efectiva.

Como ya se ha expuesto en los antecedentes de hecho
oe esta Sentencia. pero no está de más recordar ahora.
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de
Berga dictó Sentencia en cuya parte dispositiva. y a los
efectos que a este amparo interesa. condenó al conductor
causante del accidente de tráfico a abonar en concepto
de indemnización determinadas cantidades a favor de los
ahora recurrentes en amparo. declarando la responsabi­
lidad civil directa de la entidad aseguradora y sin hacer
referencia alguna a los intereses que devengarían las cita­
das cantidades. Confirmada íntegramente dicha Senten­
cia por la dictada en apelación por la Sección Octava de
la Audiencia Provincial de Barcelona. y una vez firme ésta.
por el JUzgado de Primera Instancia e Instrucción se pro­
cedió a practicar la tasación de costas. en la que se incluyó
sobre el principal indemnizatorio. además de los intereses
del arto 921 de la L.E.C.• los previstos en la Disposición adi­
cional tercera de la Ley Orgánica 3/1989. En el Auto
impugnado en amparo. la Sección Octava de la Audiencia
ftrovincial revocó la resolución recurrida en el sentido de
excluir de la tasación de costas los intereses que establece
la citada Disposición adicional por no haber sido éstos
impuestos ni en la Sentencia de instancia. ni en la definitiva
de aliada. lo que impide -se dice en el Auto- su opera­
bilidad posterior que provocaría una inadecuada e impro­
cedente indefensión de la parte perjudicada.

La Sala fundamenta. pues. la inaplicación de los inte­
reses de la Disposición adicional tercera de la Ley Orgá­
nica 3/1989 en que no fueron impuestos ni por la Sen­
tencia de instancia ni por la de apelación. Aunque tal razo­
namiento supone implícitamente la desestimación por el
órQano judicial de que dichos intereses nacen por impe-

Auto impugnado no revoca. ni altera. ni modifica los tér­
minos de la Sentencia cuya ejecución se pretende. ni.~n
su parte dispositiva ni tan siquiera en su fundamentaclon
jurídica. tratando aquél de esclarecer el sentido del fallo
contenido en ésta en orden a los intereses aplicables sobre
las indemnizaciones fijadas a favor de los recurrentes en
amparo. En el ejercicio de su función jurisdiccional. la
Audiencia Provincial declara cómo debe entenderse sU
fallo de manera razonada. con criterios jurídicos en modo
alguno arbitrarios y congruentes con los términos en que
se expresa el propio fallo. En realidad. los recurrent':ls en
amparo se limitan a manifestar su discrepancia con la IOter­
pretación que la Audiencia Provincial ha hecho de una
Sentencia en la que ninguna referencia se contiene en rella­
ción a los expresados intereses. Mas. como tiene d~c~­
rada este Tribunal. la interpretación de los propios y~rrnlí
nos del fallo que se ejecuta corresponde en princIpiO a
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órgano judiéial competente para velar por su ejecución.
De ahí que sólo pueda ser revisada en este proceso de
amparo cuando dicha interpretación 1?ea irrazonable o arbi­
traria. pues la interpretación de la Sentencia como tal es.
por ello. cuestión de legalidad ordinaria sin trascendencia
constitucional. en cuanto es al órgano judicial a quien com­
pete determinar el alcance que procede atribuir a la cosa
juzgada según los términos en que ésta se produce. Sólo
cuando esa interpretación. lo que no sucede en el caso
que nos ocupa. se hace de forma manifiestamente irrazo­
nable o arbitraria. en términos incongruentes con los que
se expresa el propio fallo. es cuando la incompatibilidad
entre el fallo de la Sentencia y el Auto que lo ejecuta
adquiere dimensión constitucional (SSTC 120/1991. fun­
damento jurídico 2.°; 79/1993. fundamento jurídico 2.°).

Ha de concluirse. pues. como señala el Ministerio Fis­
cal. que la decisión de la Audiencia Provincial no altera nin­
gún aspecto de la Sentencia a ejecutar. ni supone modi­
ficación alguna de su fallo. limitándose. a establecer su
alcance y efectividad en una interpretación. en modo algu­
no arbitraria o irracional. que es coherente y razonable con
los términos en que se expresa el propio fallo. sin que
corresponda a este Tribunal revisar desde el plano de la
legalidad la corrección de la decisión. ya que tampoco en
la fase de ejecución el recurso de amparo constituye una
última instancia judicial (STC 148/1989. fundamento jurí­
dico 3.°; 153/1992. fundamento jurídico 5.°). En definiti­
va. el Auto impugnado no ha lesionado el derecho a la tute­
la judicial efectiva de los recurrentes en amparo. por lo que
en este extremo debe ser desestimada su queja.

5. Del mismo modo carece de consistencia la segun­
da línea argumental utilizada parlas recurrentes en ampa­
ro. que basan la supuesta vulneración del art. 24.1 de la
C.E. en la omisión de todo pronunciamiento en el Auto de
la Audiencia Provincial sobre la cuestión relativa a si se
daban en el presente supuesto los requisitos previstos en
la Disposición adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1 989
para su aplicación. Sin necesidad de reproducir la cons­
tante doctrina constitucional sobre el vicio de incongruen­
cia omisiva en cuanto lesivo del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE). recogida en numerosas resolucio­
nes de este Tribunal (entre otras muchas. SSTC 212/1988.
fundamento jurídico 2.°; 88/1992. fundamento jurídi­
co 4.°; 161/1993. fundamento jurídico 3.°). su aplicación
al supuesto que se examina determina con absoluta nitidez
la falta de fundamento de la queja planteada. La lectura del
Auto impugnado evidencia. en efecto. que los demandan­
tes de amparo expresamente recibieron respuesta. si bien
en sentido desestimatorio. a la cuestión suscitada. al con­
siderar la Audiencia Provincial que el incidente de tasación
de costas no era el cauce procesal idóneo para examinar
la concurrencia de los requisitos exigidos por aquella dis­
posición adicional sobre su aplicación. Dicha respuesta.
que no puede tildarse de arbitraria o irrazonable. es con­
gruente con 1"8 pretensión formulada por los demandantes
de amparo. por lo que no ha existido la vulneración cons­
titucional denunciada. debiéndose nuevamente insistir en
que el derecho a la tutela judicial efectiva no comprende
el derecho a la satisfación de las pretensiones postuladas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de julio de mil novecien­
tos noventa Vtres.-Luis López Guerra. Eugenio Díaz Eimil.
Alvaro Rodríguez Bereijo. José Gabaldón López. Julio Die­
go González Campos. Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado y
rubricado.

Sala Primera. Sentencia 252/1993, de 20 de
julio de 1993. Recurso de amparo 931/1990.
Entidad aseguradora contra SentenCia de la
Audiencia Provincial de Ciudad Real. recaída en
apelación frente a la dictada por el Juzgado de
Distrito de Manzanares, en autos de juicio de
faltas por lesiones y daños en accidente de trá-

. fieo. Supuesta vulneración del derecho a la tute­
la judiCial efectiva: condena a la recurrente.
como responsable civil subsidiaria, al pago del
20 por 100 sobre el principal indemnizatorio
desde la fecha del siniestro. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente; don Fernando Garcfa-Mon y GonzáJez-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón. Magistrados•. ha pronunciado

""EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 931/90, promovido por
la entidad «La Paternal. Sociedad Anónima». representada
por el Procurador de los Tribunales don José Pedro Vila
Rodríguez.v asistida por el Letrado don Alfredo Flórez Pla­
za. contra Sentencia de la Audiencia Provincial de Ciudad
Real. de 14 de marzO de 1990. recaída en el recurso de
apelación núm. 49/90 frente a' la dictada por el Juzgado
de Distrito (hoy Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 2) de Manzanares. de 25de septiembre de 1989.
en autos de juicio de faltas núm. 416/89 por lesiones y
daños en accidente de tráfico. Han comparecido, además.
el Ministerio Fiscal y doña Ana f',lvarez Armenteros. repre­
sentada por el Procurador de los Tribunales don José
Manuel de Dorremochea Aramburu. y asistida por el Letra­
do don Miguel Angel Ortiz Ortiz. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Presidente del Tribunal. quien expresa el parecer de la
Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentadoen el Juzgado de Guar­
dia el día 6 de abril de 1990. registrado en este Tribunal
el día 9 siguiente. don José Pedro Vila Rodríguez. Procu­
rador ~e los Tribunales. en n~mbre y r,e~resen~ación de

recurso de amparo contra la Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Ciudad Real. de 14 de marzo de 1990. dictada
en recurso de apelación contra la del Juzgado de DistriJo
de Manzanares. de 25 de septiembre de 1989. en autos
de juicio de faltas núm. 416/89.

2. Loo hcchoo cn los quo co funda la demanda de
amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) Como consecuenCia de un accidente de circula­
ción ocurrido en abril de 1989. con resultado de muerte
y daños. se siguieron ante el Juzgado de Distrito de Man-


